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Agradecimientos

Este libro se asienta en una vida profesional desarrollada en la intersección del derecho, la aviación, la docencia, la ética, el litigio y la responsabilidad pública. Su argumento depende del conocimiento práctico que proviene de la práctica procesal, la instrucción de vuelo, los sistemas regulatorios, la disciplina profesional, el trabajo pericial y la experiencia de tomar decisiones en condiciones en las que el error importa.

La dimensión aeronáutica debe su fuerza a una cultura de seguridad operacional que considera cada lista de verificación, cada barrido instrumental, cada llamada estandarizada de tripulación, cada anotación de mantenimiento, cada decisión de despacho y cada revisión posterior al vuelo como parte de un mando responsable. La dimensión jurídica debe su fuerza a la competencia, la veracidad, el fundamento probatorio, la responsabilidad profesional y la protección del público.



Prefacio a la segunda edición

Cognición Delegada nombra el problema jurídico que surge cuando las máquinas realizan tareas análogas al juicio profesional para personas que siguen siendo jurídicamente responsables. El libro sostiene que la inteligencia artificial no es simplemente otra herramienta pasiva cuando clasifica riesgos, redacta análisis jurídicos, resume expedientes, propone acciones operativas o produce lenguaje que presenta una apariencia de razonamiento. Sin embargo, la IA no es una persona jurídica que pueda asumir los deberes de un abogado, juez, piloto, médico, regulador o funcionario público. El derecho necesita una doctrina intermedia: el trabajo cognitivo puede delegarse, pero el mando debe conservarse.

El derecho aeronáutico proporciona el marco central del libro porque la aviación ha pasado más de un siglo aprendiendo a gobernar tecnología avanzada sin permitir que desaparezca la responsabilidad. La automatización de aeronaves, los sistemas de despacho, el control de tránsito aéreo, los programas de mantenimiento, los procesos de certificación, la gestión de la seguridad operacional y la investigación de accidentes distribuyen trabajo. Pero la aviación preserva el mando asignando autoridad, exigiendo competencia, estableciendo verificación, permitiendo intervención, conservando registros y aprendiendo de los fallos.

Esta Segunda Edición Revisada depura explicaciones doctrinales recurrentes, mejora la presentación de las tablas operativas, actualiza el tratamiento de la gobernanza contemporánea de la IA, añade un índice analítico basado en páginas y concluye con un nuevo epílogo sobre la transición de respuestas generadas a trabajo delegado. Conserva el marco de derecho aeronáutico del libro y su énfasis práctico en autoridad, verificación, intervención, registros y aprendizaje correctivo.

El público incluye abogados, jueces, pilotos, reguladores, profesores de derecho, peritos, responsables de seguridad operacional, responsables de cumplimiento, profesionales de gobernanza de IA y líderes institucionales. El libro no pide a esos lectores que rechacen la tecnología. Les pide gobernar la delegación cognitiva con la seriedad que desde hace tiempo se exige al vuelo, la prueba, el juicio profesional y la confianza pública.




Abreviaturas y formas abreviadas




	Abreviatura
	Significado





	ABA
	American Bar Association



	AC
	Advisory Circular / Circular de Asesoramiento



	AF447
	Vuelo 447 de Air France



	IA
	Inteligencia artificial



	ATC
	Control de tránsito aéreo



	BEA
	Bureau d’Enquêtes et d’Analyses



	CRM
	Gestión de recursos de tripulación



	EASA
	Agencia de la Unión Europea para la Seguridad Aérea



	EU AI Act
	Reglamento (UE) 2024/1689 (Reglamento de Inteligencia Artificial de la UE)



	FAA
	Federal Aviation Administration



	FARs
	Federal Aviation Regulations, Título 14 C.F.R.



	FMS
	Sistema de gestión de vuelo



	FRE
	Federal Rules of Evidence / Reglas Federales de Evidencia



	GPAI
	Inteligencia artificial de uso general



	OACI / ICAO
	Organización de Aviación Civil Internacional



	JATR
	Joint Authorities Technical Review



	LLM
	Modelo de lenguaje de gran tamaño



	MCAS
	Maneuvering Characteristics Augmentation System



	NIST
	National Institute of Standards and Technology



	NTSB
	National Transportation Safety Board



	PIC
	Piloto al mando



	SARPs
	Normas y métodos recomendados



	SMS
	Sistema de gestión de la seguridad operacional





Nota terminológica. En el cuerpo de esta edición se prefiere terminología académica en español y, cuando existe, la nomenclatura oficial de la OACI y del Reglamento de Inteligencia Artificial de la Unión Europea. Los nombres oficiales de organismos, casos, reglamentos estadounidenses y publicaciones se mantienen en su forma original cuando resulta necesario para su identificación y consulta.




Parte I. El problema del mando




Capítulo 1. Cuando las herramientas empiezan a pensar


Tesis de mando

La inteligencia artificial adquiere relevancia jurídica cuando realiza tareas análogas al juicio profesional antes de que actúe el profesional responsable.

Este capítulo convierte esa proposición en una regla operativa. La cuestión nunca es si los sistemas modernos son útiles; muchos lo son y algunos son indispensables. La cuestión es si su uso deja a un actor jurídicamente identificable con el conocimiento, la autoridad, el tiempo y los registros necesarios para responder por la decisión que sigue.

El contexto aeronáutico de este capítulo comprende la doctrina del piloto al mando, los sistemas de gestión de vuelo, el apoyo de despacho y la vigilancia en la cabina de vuelo. La aviación es importante aquí porque nunca ha sido tecnológicamente simple. La seguridad del vuelo depende de máquinas, manuales, despachadores, explotadores, organizaciones de mantenimiento, reguladores, fabricantes, servicios de tránsito aéreo y tripulaciones capacitadas. La lección jurídica es que el trabajo distribuido solo puede ser seguro cuando la responsabilidad permanece visible y el mando sigue siendo practicable.

La aviación no se hizo más segura fingiendo que los instrumentos eran irrelevantes. Se hizo más segura al decidir en qué instrumentos podía confiarse, qué capacitación era necesaria, quién permanecía al mando y cómo se investigarían los fallos.

14 C.F.R. § 91.3 expresa la regla de manera concisa: el piloto al mando es directamente responsable y constituye la autoridad final respecto de la operación de la aeronave.

El movimiento histórico central va de la ejecución personal directa a la ejecución instrumental supervisada. Ese tránsito no eliminó la responsabilidad; modificó las condiciones en las que podía ejercerse. En aviación, el mando pasó a ser parcialmente procedimental, organizacional, técnico y probatorio. En la gobernanza de la IA está produciéndose una transición análoga en el ejercicio del juicio profesional.



Traducción operativa

Esta tabla traslada el contenido del capítulo a términos operativos de gobernanza aplicables a profesionales e instituciones.




	Problema
	Expresión aeronáutica
	Expresión en IA
	Respuesta de mando





	La herramienta asume funciones de naturaleza valorativa o decisoria
	Ruta del FMS, director de vuelo, control automático de empuje, despacho
	Borrador jurídico, puntuación de riesgo, resumen probatorio
	Definir la función delegada antes del uso



	La revisión humana se vuelve pasiva
	Confusión de modos o complacencia ante la automatización
	Revisión meramente formal de un resultado formalmente convincente
	Exigir una revisión capacitada y con autoridad



	El fallo resulta difícil de reconstruir
	Datos ausentes, estado del modo poco claro, avisos deficientes
	Instrucciones de entrada no registradas, cambios de versión del modelo, fuentes débiles
	Conservar registros de la dependencia material del resultado







Desarrollo desde el derecho aeronáutico

En el ámbito de la IA, este capítulo examina los grandes modelos de lenguaje, los sistemas de apoyo a decisiones, los agentes autónomos, las plataformas de investigación jurídica y los clasificadores de riesgo. Estos sistemas crean valor porque realizan trabajos que antes requerían atención profesional, pero ese mismo valor genera riesgo jurídico. El sistema puede moldear la respuesta antes de que la persona responsable comprenda qué se ha supuesto, omitido, ponderado, resumido, clasificado o inventado.

La migración del trabajo manual al mando supervisor es el problema común. Un piloto puede dejar de volar manualmente cada instante; un abogado puede dejar de escribir cada línea de investigación; un regulador puede dejar de calcular cada puntuación. Sin embargo, la responsabilidad sigue asignada.

La Cognición Delegada pregunta quién formuló la tarea, qué autoridad se delegó, qué límites se fijaron, cómo se verificó el resultado, quién podía intervenir, qué registro permanece y cómo se corregiría el error.

La doctrina es deliberadamente funcional. Pregunta qué se autorizó al sistema a hacer y qué adoptaron realmente la persona o la institución. Un modelo que se limita a dar formato a una oración presenta una clase de riesgo; otro que selecciona autoridades, clasifica pruebas, recomienda una denegación, predice peligro, resume una historia clínica o redacta una opinión pericial presenta una distinta. Este capítulo trata esa diferencia como jurídicamente central.

El contexto profesional es amplio: abogados, jueces, pilotos, médicos, reguladores, peritos y responsables institucionales. En cada ámbito, el ejercicio del juicio profesional reviste importancia pública. Un abogado firma y presenta; un juez dicta una resolución; un piloto ejerce el mando; un perito declara; un regulador decide; un órgano colegiado aprueba. La máquina puede asistir en esos actos, pero la responsabilidad inherente a la función no se transfiere a la máquina.

La analogía aeronáutica de este capítulo no sostiene que la automatización de aeronaves y la IA sean tecnológicamente idénticas. Se refiere a funciones delegadas. Ambos sistemas invitan a los actores responsables a pasar de la ejecución directa al mando supervisor. Ambos pueden generar complacencia cuando la interfaz ofrece un resultado aparentemente claro. Ambos exigen capacitación para reconocer cuándo no debe confiarse en el sistema.

Los factores humanos importan porque el derecho no puede presumir una vigilancia perfecta. La carga de trabajo, la sorpresa, la fatiga, la presión temporal, los incentivos organizacionales, el diseño de la interfaz y la jerarquía profesional pueden convertir una autoridad formal en observación pasiva. Por ello, este capítulo trata el mando efectivo como un problema de diseño institucional, no como una mera virtud personal.



Traducción a la gobernanza de la IA

El análisis probatorio y de responsabilidad conduce al mismo punto. Cuando una decisión de relevancia material está influida por IA, el fundamento debe identificar la función del sistema, la fuente de datos, el método de verificación, el revisor humano, el fundamento final para la adopción y los registros conservados. La atribución de responsabilidad debe seguir la función controlada: diseño, advertencia, contratación, despliegue, supervisión, verificación, adopción o corrección.

Comience clasificando los usos en categorías incidentales, supervisadas, institucionales y críticas para la seguridad o los derechos. Cuanto mayores sean las consecuencias, más debe documentarse el mando antes de utilizar el sistema.

Los incentivos institucionales forman parte del análisis jurídico. Una política que exige revisión humana pero no concede a los revisores tiempo, capacitación, registros ni autoridad para detener el proceso no constituye una estructura de mando. En ese contexto, esa política se convierte en un mecanismo para transferir culpas en lugar de un mecanismo de gobernanza.

La contratación debe tratarse como una decisión de delegación. La institución que adquiere o autoriza un sistema debe examinar el uso permitido, el tratamiento de datos, las afirmaciones de validación, la capacidad de auditoría, el control de versiones, la exportación de registros, la posibilidad de anulación por el operador y el apoyo ante incidentes. Este capítulo integra esas cuestiones de contratación en la doctrina jurídica, en lugar de relegarlas a una gestión informal de la tecnología.

La conservación de registros no es una formalidad administrativa posterior. Constituye prueba del ejercicio del mando. Sin un registro, tribunales, reguladores, clientes, órganos de gobierno e investigadores de accidentes no pueden distinguir entre una dependencia razonable del sistema y la abdicación del juicio profesional. El registro debe vincular la formulación de la tarea, el resultado del sistema, la verificación independiente, la adopción humana, la acción final y el aprendizaje correctivo.

Una objeción principal es la opacidad. Ningún profesional puede conocer todas las relaciones matemáticas internas de un gran modelo o de un sistema automatizado complejo. Pero el mando nunca ha exigido omnisciencia. Exige conocer el uso autorizado, los límites operativos, las señales de advertencia, la vía de verificación y el punto en el que debe cesar la dependencia del sistema.

Una segunda objeción es la falibilidad humana. La aviación toma esa objeción en serio mediante listas de verificación, capacitación, gestión de recursos de tripulación, llamadas estandarizadas, evaluación recurrente, notificación de incidentes e investigación de accidentes. La Cognición Delegada sigue el mismo camino. No idealiza el juicio humano sin asistencia; disciplina ese juicio para que la tecnología pueda utilizarse sin abdicación.



Responsabilidad profesional, prueba y atribución jurídica de responsabilidad

Una tercera objeción es el costo. Las instituciones pueden sostener que la gobernanza formal ralentiza la innovación. La experiencia aeronáutica muestra, sin embargo, que los sistemas complejos solo pueden desplegarse a escala cuando las responsabilidades se conocen antes del fallo. La gobernanza de la IA debe facilitar el uso responsable, no impedirlo: los usos de bajo riesgo pueden someterse a controles ligeros, pero la dependencia material exige controles proporcionales.

La proporcionalidad es esencial. Un ejercicio de lluvia de ideas de bajo riesgo no equivale a una opinión pericial, una orden judicial, una decisión sobre prestaciones públicas, una determinación de mantenimiento de aeronaves, un escrito jurídico o una recomendación de seguridad. Los controles deben graduarse en función de las consecuencias, pero el principio permanece constante: la dependencia material exige conservar el mando.

La comparación con la responsabilidad profesional refuerza el argumento. Un abogado, perito, piloto o regulador puede utilizar asistentes y herramientas, pero el deber de competencia no disminuye porque un sistema genere lenguaje fluido. La confidencialidad, la veracidad, la supervisión, la verificación y el uso razonable del sistema siguen siendo deberes de la persona o institución que actúa.

Los contextos de derecho público exigen cautela adicional. Cuando un tribunal, una agencia, una universidad o un operador regulado recurre a sistemas de IA en ese ámbito, las personas afectadas no deben enfrentarse a una conclusión inexplicada. La revelación completa del modelo quizá no siempre sea posible, pero la institución debe poder explicar la función delegada, el papel humano, el método de verificación y la base de la acción final.

La aplicación en litigios es directa. Una parte que impugne trabajo asistido por IA debe preguntar quién autorizó el uso, qué sistema se utilizó, qué datos se suministraron, qué supuestos se conocían, qué fuentes independientes se comprobaron, qué persona tenía autoridad para rechazar el resultado y qué documentos permiten reconstruir el proceso. Esas preguntas hacen visible el mando sin recurrir a la ficción de que la máquina sea una persona jurídica.

La aplicación regulatoria es igualmente directa. Los reguladores deben evitar mandatos uniformes que se limiten a exigir que un ser humano permanezca en el circuito. El enfoque más adecuado exige determinar si la intervención humana es competente, informada, oportuna, facultada, documentada y vinculada a un sistema correctivo. Eso constituye intervención efectiva, no supervisión simbólica.

La finalidad de la capacitación es formar hábitos antes de la crisis. Los profesionales deben practicar la detección de fuentes ausentes, falsa seguridad, incertidumbre del modelo, supuestos modificados, sorpresa ante la automatización y fluidez engañosa. En aviación existe capacitación recurrente porque las destrezas se deterioran y la tecnología cambia. La competencia en IA debe tratarse del mismo modo.

Las principales autoridades incluyen 14 C.F.R. § 91.3; NIST AI RMF 1.0; ABA Formal Opinion 512. Esos materiales se utilizan por su estructura jurídica, no como adorno. Muestran cómo el derecho puede fomentar el progreso técnico manteniendo asignables los deberes profesionales e institucionales.



Regla de mando

La regla de mando de este capítulo es sencilla. Antes de depender del sistema, la institución debe poder identificar la función cognitiva delegada, el actor responsable, el estándar de verificación, la autoridad de intervención y el registro que permitirá una revisión posterior. Después de un fallo, la institución debe aprender de lo ocurrido en lugar de dispersar la responsabilidad.

La inteligencia artificial adquiere relevancia jurídica cuando realiza tareas análogas al juicio profesional antes de que actúe el profesional responsable. La doctrina no rechaza la innovación; rechaza la responsabilidad sin asignación clara. Permite delegar trabajo cognitivo únicamente cuando el mando jurídico permanece delimitado, a cargo de un actor competente, verificable, sujeto a intervención efectiva, auditable y corregible.

Una lectura histórica de Cuando las herramientas empiezan a pensar también muestra por qué el derecho se desarrolla lentamente en torno a instrumentos nuevos. El periodo inicial de toda tecnología está marcado por confianza, experimentación e improvisación. Solo después de acumularse incidentes el sistema jurídico aprende qué riesgos son inherentes, cuáles son manejables y cuáles exigen controles formales. La historia de la aviación convirtió accidentes, incidentes, manuales y reglas operativas en doctrina. La gobernanza de la IA debe hacer lo mismo antes de que el daño evitable se convierta en la principal fuente de aprendizaje.

El Convenio de Chicago, el sistema de Anexos de la OACI y los Reglamentos Federales de Aviación muestran conjuntamente que la responsabilidad puede distribuirse por capas sin perderse. Este capítulo aplica ese método estratificado al ámbito de uso de la IA que examina. Un desarrollador puede controlar el diseño; un proveedor, la documentación y las advertencias; la institución responsable del despliegue, el flujo de trabajo; un profesional, la adopción; y un tribunal o regulador, la admisibilidad o la supervisión. El objetivo no es atribuir responsabilidad ciegamente a un único actor, sino asignarla de acuerdo con la función efectivamente controlada.

Desde una perspectiva de gobernanza, Cuando las herramientas empiezan a pensar exige una pregunta previa al uso y otra posterior. Antes de utilizar el sistema, la institución debe preguntar si la función cognitiva es apropiada para la delegación. Después del uso, debe determinar si el registro demuestra juicio profesional independiente. Esas dos preguntas previenen el fallo común por el cual la IA se califica como mera herramienta durante la contratación, pero termina operando como un decisor invisible en la práctica.

La comparación aeronáutica también destaca la importancia de las condiciones anormales. Los sistemas suelen funcionar bien en condiciones normales, y las demostraciones suelen realizarse en escenarios controlados. El riesgo jurídico y profesional aparece cuando los hechos están incompletos, los datos han quedado obsoletos, las fuentes entran en conflicto, los usuarios están sobrecargados o el modelo opera fuera de sus supuestos. Por ello, la capacitación para condiciones anormales forma parte de la competencia en IA y no constituye una sofisticación opcional.

Para abogados y tribunales, la lección es que firmar, presentar, admitir prueba y juzgar son actos jurídicos. Una máquina puede participar en la preparación, pero el acto profesional sigue siendo humano e institucional. Quien firma debe saber qué se verificó; el perito, qué método sustenta la opinión; el juez, qué fundamento sustenta la resolución; y la agencia, qué procedimiento sustenta la decisión.

Para los profesionales de la aviación y la seguridad operacional, la comparación también opera en sentido inverso. La gobernanza de la IA no debe tratarse como un problema exclusivo de abogados e ingenieros de software; pertenece a la cultura de seguridad operacional. Los mismos hábitos que protegen el vuelo -preparación previa, verificación cruzada, vigilancia, llamadas estandarizadas, notificación, revisión posterior y acción correctiva- pueden proteger el trabajo cognitivo a medida que los sistemas se vuelven más autónomos.

Para los líderes institucionales, el capítulo ofrece una prueba de gestión: ¿puede la organización explicar quién es responsable del sistema, quién puede utilizarlo, qué datos puede recibir, qué resultados pueden adoptarse, cómo se verifica, qué registros existen, qué capacitación se exige y quién puede suspender su uso? Si la organización no puede responder esas preguntas, ha desplegado capacidad sin una estructura efectiva de mando.

La contribución duradera de Cuando las herramientas empiezan a pensar consiste en transformar un debate tecnológico en una arquitectura de responsabilidad. La IA no obliga al derecho a elegir entre temor y rendición. Lo obliga a formular las preguntas esenciales que la aviación plantea frente a la automatización: qué función se delegó, a quién o a qué, bajo qué límites, con qué supervisión, con qué verificación, con qué facultad de intervención y con qué deber de aprender.





Capítulo 2. El Convenio de Chicago y la arquitectura de la cooperación responsable


Tesis de mando

El Convenio de Chicago ofrece una analogía constitucional para la gobernanza de la IA porque distribuye responsabilidades sin permitir que la seguridad se vuelva anónima.

Este capítulo convierte esa proposición en una regla operativa. La cuestión nunca es si los sistemas modernos son útiles; muchos lo son y algunos son indispensables. La cuestión es si su uso deja a un actor jurídicamente identificable con el conocimiento, la autoridad, el tiempo y los registros necesarios para responder por la decisión que sigue.

El contexto aeronáutico de este capítulo comprende la soberanía estatal, las reglas del aire, la aeronavegabilidad, las licencias del personal, la navegación aérea y la investigación de accidentes dentro del sistema de la OACI. La aviación es importante aquí porque nunca ha sido tecnológicamente simple. La seguridad del vuelo depende de máquinas, manuales, despachadores, explotadores, organizaciones de mantenimiento, reguladores, fabricantes, servicios de tránsito aéreo y tripulaciones capacitadas. La lección jurídica es que el trabajo distribuido solo puede ser seguro cuando la responsabilidad permanece visible y el mando sigue siendo practicable.

El Convenio sobre Aviación Civil Internacional se firmó en 1944 para hacer posible el vuelo internacional sin sacrificar la seguridad pública ni la responsabilidad nacional. Trató la aviación como un sistema técnico y jurídico cuyos participantes debían coordinarse a través de las fronteras.

El artículo 12 vincula la obligación estatal con las reglas del aire. El artículo 37 pide a los Estados contratantes colaborar en normas y métodos recomendados internacionales. El artículo 38 exige notificación cuando un Estado se aparta de una norma internacional.

El movimiento histórico central va de la ejecución personal directa a la ejecución instrumental supervisada. Ese tránsito no eliminó la responsabilidad; modificó las condiciones en las que podía ejercerse. En aviación, el mando pasó a ser parcialmente procedimental, organizacional, técnico y probatorio. En la gobernanza de la IA está produciéndose una transición análoga en el ejercicio del juicio profesional.



Traducción operativa

Esta tabla traslada el contenido del capítulo a términos operativos de gobernanza aplicables a profesionales e instituciones.




	Instrumento del Convenio de Chicago
	Función aeronáutica
	Traducción a la gobernanza de IA





	Artículo 12: reglas del aire
	Disciplina operativa común
	Reglas institucionales para usos aprobados de IA



	Artículo 37: SARPs
	Práctica técnica normalizada
	Controles de datos, pruebas, supervisión y documentación



	Artículo 38: diferencias
	Notificación de no conformidad
	Revelación de límites, excepciones y riesgo no gestionado







Desarrollo desde el derecho aeronáutico

En el ámbito de la IA, este capítulo examina el desarrollo transfronterizo de IA, el despliegue en la nube, la contratación de modelos, el uso profesional y la supervisión regulatoria. Estos sistemas crean valor porque realizan trabajos que antes requerían atención profesional, pero ese mismo valor genera riesgo jurídico. El sistema puede moldear la respuesta antes de que la persona responsable comprenda qué se ha supuesto, omitido, ponderado, resumido, clasificado o inventado.

El Convenio no resolvió la aviación nombrando a un único operador universal. Reconoció funciones distintas e hizo visibles esas funciones. La gobernanza de la IA debe hacer lo mismo con desarrolladores, responsables del despliegue, usuarios, auditores, tribunales y reguladores.

El modelo de Chicago convierte la diferencia en una señal de gobernanza. Un Estado que no puede ajustarse debe informar de la diferencia; una institución que no puede verificar o explicar por completo una función de IA debe revelar sus límites a la autoridad pertinente: tribunal, regulador, cliente, consejo o usuario afectado.

La doctrina es deliberadamente funcional. Pregunta qué se autorizó al sistema a hacer y qué adoptaron realmente la persona o la institución. Un modelo que se limita a dar formato a una oración presenta una clase de riesgo; otro que selecciona autoridades, clasifica pruebas, recomienda una denegación, predice peligro, resume una historia clínica o redacta una opinión pericial presenta una distinta. Este capítulo trata esa diferencia como jurídicamente central.

El contexto profesional es amplio: líderes institucionales que deben trabajar con proveedores, reguladores, tribunales, clientes y personas afectadas a través de fronteras técnicas. En cada ámbito, el ejercicio del juicio profesional reviste importancia pública. Un abogado firma y presenta; un juez dicta una resolución; un piloto ejerce el mando; un perito declara; un regulador decide; un órgano colegiado aprueba. La máquina puede asistir en esos actos, pero la responsabilidad inherente a la función no se transfiere a la máquina.

La analogía aeronáutica de este capítulo no sostiene que la automatización de aeronaves y la IA sean tecnológicamente idénticas. Se refiere a funciones delegadas. Ambos sistemas invitan a los actores responsables a pasar de la ejecución directa al mando supervisor. Ambos pueden generar complacencia cuando la interfaz ofrece un resultado aparentemente claro. Ambos exigen capacitación para reconocer cuándo no debe confiarse en el sistema.

Los factores humanos importan porque el derecho no puede presumir una vigilancia perfecta. La carga de trabajo, la sorpresa, la fatiga, la presión temporal, los incentivos organizacionales, el diseño de la interfaz y la jerarquía profesional pueden convertir una autoridad formal en observación pasiva. Por ello, este capítulo trata el mando efectivo como un problema de diseño institucional, no como una mera virtud personal.

El Convenio de Chicago también advierte contra el excepcionalismo privado. Ninguna aerolínea, fabricante o Estado puede tratar el vuelo internacional como un asunto puramente interno cuando sus operaciones dependen de un espacio aéreo compartido y de expectativas comunes de seguridad. Los sistemas de IA crean una externalidad similar. Un modelo desplegado por una institución puede afectar a tribunales, clientes, empleados, ciudadanos, pasajeros, pacientes o mercados que nunca participaron en la decisión de contratación.



Traducción a la gobernanza de la IA

El análisis probatorio y de responsabilidad conduce al mismo punto. Cuando una decisión de relevancia material está influida por IA, el fundamento debe identificar la función del sistema, la fuente de datos, el método de verificación, el revisor humano, el fundamento final para la adopción y los registros conservados. La atribución de responsabilidad debe seguir la función controlada: diseño, advertencia, contratación, despliegue, supervisión, verificación, adopción o corrección.

El expediente de contratación debe identificar la función del sistema, la unidad responsable, las normas aplicables, las diferencias conocidas respecto de la política y la vía de escalamiento para usos inciertos o no conformes.

Los incentivos institucionales forman parte del análisis jurídico. Una política que exige revisión humana pero no concede a los revisores tiempo, capacitación, registros ni autoridad para detener el proceso no constituye una estructura de mando. En ese contexto, esa política se convierte en un mecanismo para transferir culpas en lugar de un mecanismo de gobernanza.

La contratación debe tratarse como una decisión de delegación. La institución que adquiere o autoriza un sistema debe examinar el uso permitido, el tratamiento de datos, las afirmaciones de validación, la capacidad de auditoría, el control de versiones, la exportación de registros, la posibilidad de anulación por el operador y el apoyo ante incidentes. Este capítulo integra esas cuestiones de contratación en la doctrina jurídica, en lugar de relegarlas a una gestión informal de la tecnología.

La conservación de registros no es una formalidad administrativa posterior. Constituye prueba del ejercicio del mando. Sin un registro, tribunales, reguladores, clientes, órganos de gobierno e investigadores de accidentes no pueden distinguir entre una dependencia razonable del sistema y la abdicación del juicio profesional. El registro debe vincular la formulación de la tarea, el resultado del sistema, la verificación independiente, la adopción humana, la acción final y el aprendizaje correctivo.

Una objeción principal es la opacidad. Ningún profesional puede conocer todas las relaciones matemáticas internas de un gran modelo o de un sistema automatizado complejo. Pero el mando nunca ha exigido omnisciencia. Exige conocer el uso autorizado, los límites operativos, las señales de advertencia, la vía de verificación y el punto en el que debe cesar la dependencia del sistema.

Una segunda objeción es la falibilidad humana. La aviación toma esa objeción en serio mediante listas de verificación, capacitación, gestión de recursos de tripulación, llamadas estandarizadas, evaluación recurrente, notificación de incidentes e investigación de accidentes. La Cognición Delegada sigue el mismo camino. No idealiza el juicio humano sin asistencia; disciplina ese juicio para que la tecnología pueda utilizarse sin abdicación.

El artículo 38 es una de las analogías más útiles para la política de IA porque no exige uniformidad absoluta. Exige visibilidad. Puede existir una diferencia, pero el sistema debe saber que existe. Las instituciones deberían imitar esa humildad documentando excepciones, límites y usos no conformes en lugar de enterrarlos en la práctica informal.



Responsabilidad profesional, prueba y atribución jurídica de responsabilidad

Una tercera objeción es el costo. Las instituciones pueden sostener que la gobernanza formal ralentiza la innovación. La experiencia aeronáutica muestra, sin embargo, que los sistemas complejos solo pueden desplegarse a escala cuando las responsabilidades se conocen antes del fallo. La gobernanza de la IA debe facilitar el uso responsable, no impedirlo: los usos de bajo riesgo pueden someterse a controles ligeros, pero la dependencia material exige controles proporcionales.

La proporcionalidad es esencial. Un ejercicio de lluvia de ideas de bajo riesgo no equivale a una opinión pericial, una orden judicial, una decisión sobre prestaciones públicas, una determinación de mantenimiento de aeronaves, un escrito jurídico o una recomendación de seguridad. Los controles deben graduarse en función de las consecuencias, pero el principio permanece constante: la dependencia material exige conservar el mando.

La comparación con la responsabilidad profesional refuerza el argumento. Un abogado, perito, piloto o regulador puede utilizar asistentes y herramientas, pero el deber de competencia no disminuye porque un sistema genere lenguaje fluido. La confidencialidad, la veracidad, la supervisión, la verificación y el uso razonable del sistema siguen siendo deberes de la persona o institución que actúa.

Los contextos de derecho público exigen cautela adicional. Cuando un tribunal, una agencia, una universidad o un operador regulado recurre a sistemas de IA en ese ámbito, las personas afectadas no deben enfrentarse a una conclusión inexplicada. La revelación completa del modelo quizá no siempre sea posible, pero la institución debe poder explicar la función delegada, el papel humano, el método de verificación y la base de la acción final.

La aplicación en litigios es directa. Una parte que impugne trabajo asistido por IA debe preguntar quién autorizó el uso, qué sistema se utilizó, qué datos se suministraron, qué supuestos se conocían, qué fuentes independientes se comprobaron, qué persona tenía autoridad para rechazar el resultado y qué documentos permiten reconstruir el proceso. Esas preguntas hacen visible el mando sin recurrir a la ficción de que la máquina sea una persona jurídica.

La aplicación regulatoria es igualmente directa. Los reguladores deben evitar mandatos uniformes que se limiten a exigir que un ser humano permanezca en el circuito. El enfoque más adecuado exige determinar si la intervención humana es competente, informada, oportuna, facultada, documentada y vinculada a un sistema correctivo. Eso constituye intervención efectiva, no supervisión simbólica.

La finalidad de la capacitación es formar hábitos antes de la crisis. Los profesionales deben practicar la detección de fuentes ausentes, falsa seguridad, incertidumbre del modelo, supuestos modificados, sorpresa ante la automatización y fluidez engañosa. En aviación existe capacitación recurrente porque las destrezas se deterioran y la tecnología cambia. La competencia en IA debe tratarse del mismo modo.

Las principales autoridades incluyen Convenio de Chicago, arts. 12, 37 y 38; Anexos de la OACI; Reglamento (UE) 2024/1689. Esos materiales se utilizan por su estructura jurídica, no como adorno. Muestran cómo el derecho puede fomentar el progreso técnico



Regla de mando













